Radicación: 66001-31-87-002-2020-00045-01

Accionante: Gloria Inés Urrego Álvarez

Accionado: Colpensiones

Decisión: Confirma fallo opugnado

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / APELACIÓN DICTAMEN / REQUERIMIENTO PARA ACTUALIZAR LOS DATOS / ES EXIGENCIA PROCEDENTE / SE DENIEGA EL AMPARO.
… la protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a acreditar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.

Concretamente lo indicado por la recurrente en el presente asunto, está dirigido a que se le ordene a Colpensiones darle trámite a la inconformidad presentada en contra de un dictamen de invalidez expedido por esa AFP en primera oportunidad…
Colpensiones reconoció que la accionante presentó dentro del término oportuno su inconformidad en contra del aludido dictamen; sin embargo, explicó que, a efectos de determinar cuál sería la Junta Regional que debería dirimir la controversia suscitada, y también para garantizar que no se presente una suplantación de identidad, por cuanto los datos suministrados para efectos de notificación en el recurso no coinciden con la información obrante en el expediente administrativo, efectuó un requerimiento oportuno a su afiliada para que actualizara sus datos. 

En ese sentido, la Sala considera que los argumentos presentados por Colpensiones no son desproporcionados, y es que no podemos desconocer que las entidades administradoras de pensiones cuentan con una normativa interna para cada tipo de trámite, lo que garantiza que exista orden y armonía en la resolución de los conflictos, peticiones y demás trámites que allí se reciben…
… debemos recordar que el artículo 17 de la Ley 1755 de 2017 “por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, nos habla del trámite que ha de dársele a las peticiones presentadas de forma incompleta, norma de la que es conocedora la accionante, pues la citó en su impugnación…
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SALA DE DECISIÓN PENAL
Magistrado Ponente
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, once (11) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 
Hora: 7:20 a.m. 
Aprobado por Acta No. 162
	Radicación: 
	6600131870022020 -00045-01

	Procedencia:
	Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

	Accionante: 
	Gloria Inés Urrego Álvarez 

	Accionado: 
	Colpensiones 

	Decisión: 
	Confirma fallo opugnado


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la querella de amparo promovida por parte de la señora GLORIA INÉS URREGO ÁLVAREZ. 
ANTECEDENTES:

Narró el accionante que Colpensiones emitió dictamen de PCL en primera oportunidad, dentro del cual determinó que su invalidez ascendía al 36.43%, con fecha de estructuración del 6 de julio de 2020. Sin embargo, al no encontrarse de acuerdo con el resultado de su valoración, decidió interponer recurso de apelación en las calendas del 19 de agosto de 2020. 
A la fecha de interposición de la tutela habían transcurrido más de 3 meses, sin que Colpensiones le informara el trámite dado al recurso ni se pronunciara sobre el pago de los honorarios a la Junta Regional de Calificación de Invalidez.  

En consecuencia, la accionante considera quebrantados sus derechos fundamentales a la seguridad social, debido proceso, mínimo vital, petición e igualdad, por ello, pidió que se le ordene a Colpensiones que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo de tutela, proceda a pagar los honorarios correspondientes y remita el expediente a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Bogotá y Cundinamarca para que se pueda desatar el recurso de apelación presentado el 19 de agosto de 2020. Además, se le ordene a esta última que proceda en igual término a asignarle una cita para valoración de su PCL. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

1. Admisión y conformación del contradictorio: 
El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto, en el cual ordenó correr traslado del escrito de tutela a Colpensiones y a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Bogotá para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. Más adelante ordenó la vinculación oficiosa de la Junta Regional de Calificación de Invalidez Risaralda. 
2. Intervenciones: 

A) Dentro del término de traslado, la Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de Colpensiones, Dra. Malky Katrina Ferro Ahcar, presentó escrito en el que argumentó que: 
i) Esa AFP emitió Dictamen No. DML- 3508016 del 07 de julio de 2020, en el que se determinó un porcentaje de PCL del 36.43%, de origen común, con fecha de estructuración 06 de julio de 2020.

ii) Que dentro de los términos de ley la accionante manifestó su inconformidad bajo radicado 2020_8058982. 
iii) Que el 26 de noviembre de 2020 se le pidió mediante oficio a la accionante que actualizara sus datos, especialmente los que tienen que ver con su lugar de residencia, para poder efectuar el pago de los honorarios ante la Junta Regional de Invalidez que correspondiere, toda vez que en el formulario presentado al inicio se consignó que ella vive en Bogotá, pero en el escrito de manifestación de inconformidad se consignó una dirección de Pereira; pero a la fecha de interposición de la tutela, la interesada no había subsanado ese requerimiento, aunque el mensaje se entregó por la empresa de mensajería el 30 de noviembre de 2020. 
Posteriormente presentó un nuevo escrito en el que argumentó que no era procedente el pago de honorarios a la Junta Regional de Calificación de invalidez, porque supuestamente el escrito de inconformidad presentado por el abogado que la representa carece de firma. 

B) El Secretario Principal de la Sala de Decisión Nro. 1 de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Bogotá, para dar respuesta a la tutela verificó el traslado, y paso seguido aclaró que en el formulario presentado por la accionante se consignó que su dirección se encuentra ubicada en Pereira, por lo que, según esto, quien deberá desatar la alzada es la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda. 

C) El Dr. Juan Carlos Toro Cardona, Secretario Técnico de la Junta Regional de Calificación de invalidez, argumentó básicamente que carece de legitimación por pasiva. 
3. Sentencia 
Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primera instancia resolvió negar la solicitud de amparo constitucional, al encontrar justificados los argumentos presentados por Colpensiones en el devenir del trámite de instancia. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez enterada de la decisión de instancia, y encontrándose dentro del término legalmente previsto, la accionante presentó escrito mediante el cual la impugnó. En dicho memorial expuso que, si Colpensiones no le da trámite al recurso promovido, ello acarreará un retardo en la definición de su situación. 
Además, discrepó de ese argumento según el cual es inviable darle trámite a su recurso por presentar, por ejemplo, una supuesta omisión de firma, dado que en ese tipo de casos lo que procede es un requerimiento para subsanar dicho error, según lo estipulado en el artículo 17 de la Ley 1755 de 2015, que hace referencia a la presentación de peticiones incompletas. 

Entonces, considera que la demandada está dilatando injustificadamente su trámite y pidió por ello que se acceda a las pretensiones formuladas al inicio. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma la parte accionante, Colpensiones ha vulnerado sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado Social y Democrático de Derecho, lo que se traduce en su concepción humanista, que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. La tutela es, entonces, un instrumento confiado por la Constitución en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la norma Superior. 

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a acreditar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.

Concretamente lo indicado por la recurrente en el presente asunto, está dirigido a que se le ordene a Colpensiones darle trámite a la inconformidad presentada en contra de un dictamen de invalidez expedido por esa AFP en primera oportunidad. 
Sobre el particular, Colpensiones reconoció que la accionante presentó dentro del término oportuno su inconformidad en contra del aludido dictamen; sin embargo, explicó que, a efectos de determinar cuál sería la Junta Regional que debería dirimir la controversia suscitada, y también para garantizar que no se presente una suplantación de identidad, por cuanto los datos suministrados para efectos de notificación en el recurso no coinciden con la información obrante en el expediente administrativo, efectuó un requerimiento oportuno a su afiliada para que actualizara sus datos. 

En ese sentido, la Sala considera que los argumentos presentados por Colpensiones no son desproporcionados, y es que no podemos desconocer que las entidades administradoras de pensiones cuentan con una normativa interna para cada tipo de trámite, lo que garantiza que exista orden y armonía en la resolución de los conflictos, peticiones y demás trámites que allí se reciben diariamente en multitud; por esa razón, en principio, quien presenta algún reclamo ante dichas entidades, debería allegar la documentación mínima que se requiera para poder edificar un pronunciamiento de fondo en los términos esperados, pues como viene de verse, el hecho de tener que hacer requerimientos adicionales para complementar o actualizar su información, podría incidir en muchas oportunidades para que no se pueda emitir un pronunciamiento con igual eficacia y celeridad que si se aportara toda la documentación a través de los canales dispuestos para tal fin.

De manera que esta Colegiatura no avizora en esta ocasión el posible interés por parte de Colpensiones en dilatar el cumplimiento de sus funciones legales, pues se constató que sí hizo un requerimiento a su afiliada, sin que ella por su parte demostrara en esta acción que subsanó las omisiones en que incurrió al momento de presentar su solicitud.

En consonancia con lo anterior, debemos recordar que el artículo 17 de la Ley 1755 de 2017 “por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, nos habla del trámite que ha de dársele a las peticiones presentadas de forma incompleta, norma de la que es conocedora la accionante, pues la citó en su impugnación:    

“PETICIONES INCOMPLETAS Y DESISTIMIENTO TÁCITO. En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad constate que una petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar una decisión de fondo, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término máximo de un (1) mes.

A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término para resolver la petición.

De igual modo, vemos como el inciso 3º del artículo en cita refiere que, si en el mencionado término el peticionario no completa su solicitud conforme a lo requerido por la autoridad competente, se entenderá que tácitamente desistió de su petición, léase: 

“Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por un término igual.

Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo motivado, que se notificará personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales.”

Como viene de verse, no existe prueba de que Colpensiones esté dilatando de manera injustificada la solicitud de la accionante, sino que por el contrario está dando cumplimiento al conducto regular establecido por la ley para ese tipo de asuntos en que la información necesaria para adoptar una decisión de fondo se encuentra incompleta. 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que no existe conducta alguna vulneradora de los derechos fundamentales invocados por la parte accionante que le sea atribuible a Colpensiones, por tanto, la decisión de primer nivel se habrá de confirmar. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora GLORIA INÉS URREGO ÁLVAREZ en contra de COLPENSIONES.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
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